
hacer Tohá. El equipo de Inte-
rior estará además integrado
por la asesora legislativa Leslie
Covarrubias y Rafael Collado.

El caso vuelve

A lo anterior se añade que el
caso Monsalve volvió a estar
presente en una tramitación le-
gislativa, esta vez, del Ministe-
rio de Seguridad. En su comi-
sión mixta, el senador Manuel
José Ossandón (RN), planteó
que “después de los aconteci-
mientos que hemos tenido, yo
creo que hay que revisar las
atribuciones de los subsecreta-
rios; o sea, está vigente que
puedan meterse en la Ley de
Inteligencia pidiendo informe
y todo, ojo con eso, porque mi-
re lo que pasó, entonces vamos

Pese al paso de los días desde
que estalló el caso Monsalve, el
Ejecutivo no ha logrado desape-
gar su repercusión de la labor
cotidiana del Gobierno en mate-
rias como la tramitación de sus
prioridades legislativas. 

Rastros de ese impacto se ven
en el intento de La Moneda por
dar cierta normalidad en la dis-
cusión de su agenda en materia
de seguridad surgida por la cri-
sis de delincuencia y escalada
de violencia y el crimen.

En esas circunstancias, la mi-
nistra del Interior, Carolina To-
há (PPD), ha debido enfrentar
en las recientes 48 horas inci-
dencias al tramitar, en el Con-
greso, la Ley de Inteligencia y el
Ministerio de Seguridad. 

En el primer caso, el diputado
Luis Sánchez (Partido Republi-
cano), alertó anteayer, en la co-
misión de Defensa: “Las con-
fianzas no están dadas para con-
tinuar con el funcionamiento
que teníamos. Sería ingenuo
pensar que podemos seguir tra-
bajando de esta manera”, lo que
también repercutió en que se
debió votar ahí el equipo que
comenzará a asistir a la comi-
sión para tramitar la Ley de In-
teligencia, después de la renun-
cia de Manuel Monsalve, junto
con asesores clave, tales como
Ana Lya Uriarte (PS).

Para resolver ese aspecto, se
aprobó por 7 votos a favor, 2 en
contra, e igual cantidad de abs-
tenciones, que el subsecretario
del Interior, Luis Cordero, asis-
ta a tramitar la Ley de Inteligen-
cia, a la comisión de Defensa de
la Cámara, cuando no lo pueda

a tener que revisar de nuevo el
capítulo de los subsecretarios,
perdónenme, pero tenemos
que hacer las cosas bien, pero
no tenemos salida pública para
decir el subsecretario va a tener
acceso a todos los informes, eso
va a ensuciar todo,
ojo con eso”. Re-
forzó los dichos de
Ossandón, el di-
p u t a d o D i e g o
Schalper (RN).

Sorpresivamen-
te, desde Apruebo
Dignidad, la dipu-
tada Alejandra Placencia (PC),
que también es parte de la comi-
sión mixta, dijo que “adicional-
mente, comparto lo que dice el
senador Ossandón, creo que
hay que hacer un ajuste ahí, creo
que no es tan complejo y creo

que podríamos llegar a un
acuerdo rápidamente”.

Al deber volver acerca del ca-
so, Tohá explicó, “sobre el tema
planteado en Inteligencia, si se
quiere reabrir ese debate, noso-
tros no tenemos objeción; nos

parece del todo na-
tural después de
todo lo que ha pa-
sado. Hay afirma-
ciones del diputa-
do Schalper que no
podemos dejar pa-
sar; tratemos de ser
consistentes (...)”. 

La removida directora de In-
teligencia de la PDI, añadió To-
há, no cometió ninguna ilegali-
dad, el problema no es la solici-
tud, sino, que “al cumplirla hi-
zo diligencias que eran del
todo imprudentes”. También

contó la jefa de Gabinete a los
senadores, que el Gobierno
presentará una indicación para
que si una autoridad pide un
informe de Inteligencia sobre
su persona, eso debe pasar por
un segundo visto bueno de
otro mando.

Reto público a Interior

Otro impasse con el Ejecutivo
lo relató el presidente de la co-
misión de Seguridad del Sena-
do, Iván Flores (DC): “La idea
era despachar el proyecto de
Ministerio de Seguridad entre
ayer y hoy, no obstante, lo que
acaba de informar el secretario,
yo me fui de mi oficina a las 10
de noche y no había ninguna in-
dicación del Ejecutivo que nos
permitiese tener un comparado,
no había. Las indicaciones llega-
ron a las 23:20 horas”. 

A lo que Tohá respondió, jun-
to con hacer una mueca en tono
de desaprobación, “o sea, noso-
tros como Ejecutivo, estamos
dispuestos a lo que sea”. En res-
puesta, Flores contestó: “Esti-
mada ministra, transmítaselo al
resto de su equipo, porque la in-
dicación llegó a las 11:20 de la
noche y a esa hora no es posible
trabajar un comparado. Si el
equipo de Interior hubiese en-
viado las indicaciones anteayer
o el fin de semana, tal vez hubié-
semos podido. Espero que a raíz
de esto tengamos otra disposi-
ción para efectivamente poner
los equipos a trabajar, lo digo
sinceramente”.

En paralelo, la comisión mix-
ta para tramitar la Ley Antite-
rrorista cumplirá un mes sin ser
constituida, dilatando su deba-
te; mientras que infraestructura
crítica se discutió en la comisión
de Defensa del Senado, pero con
poco ánimo por su avance.

Se han observado reveses en proyectos de ley de Inteligencia y de Ministerio de Seguridad:

Indagación a exsubsecretario impacta 
en intento del Gobierno por retomar 
sin contratiempos su agenda en seguridad 

RIENZI FRANCO

En paralelo, el senador Flores reprochó en público a Interior el tardío ingreso de
indicaciones; mientras la comisión mixta por Ley Antiterrorista aún no se instala.

La ministra del Interior, Carolina Tohá (PPD), recibe el saludo y abrazo de la presidenta del PS, senadora Paulina
Vodanovic, quien integra la comisión de Seguridad que es presidida por Iván Flores (DC).
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TRÁMITE
La Cámara despachó al

Senado el
perfeccionamiento del
registro de prófugos.

Además de la gravedad de los
delitos sexuales denunciados por
la víctima, el caso que involucra al
exsubsecretario del Interior Ma-
nuel Monsalve genera preocupa-
ción respecto del uso irregular de
las facultades del cargo que osten-
taba, y que se materializó median-
te diligencias ejecutadas por fun-
cionarios de Inteligencia de la Poli-
cía de Investigaciones (PDI), por
petición de la exautoridad, con an-
terioridad al ingreso de la acción
penal en su contra, como el levan-
tamiento de cámaras, revisión de
su teléfono e, incluso, una visita a
la denunciante. 

Todo lo anterior ha configurado
un escenario tan inédito como
preocupante, respecto del uso de
las atribuciones por parte de una
autoridad a cargo de la seguridad
nacional, justo en medio de la cri-
sis que atraviesa el país, con la ins-
talación del crimen organizado,
además del aumento en delitos
violentos, como los homicidios, y
el uso de armas de fuego. Las
preocupaciones, a su vez, se han
trasladado al trámite de importan-
tes proyectos en la materia, como
el del sistema de inteligencia y el
que crea el Ministerio de Seguri-
dad, por ejemplo, respecto de las
atribuciones que estos contem-
plan para sus autoridades y los
eventuales espacios que pudieran
existir para que situaciones como
las actuales pudieran repetirse.

n La importancia de poder
detectar mal uso de 
atribuciones

Sobre el proyecto de Ministerio
de Seguridad, actualmente en co-
misión mixta, el director ejecutivo
de Paz Ciudadana, Daniel Joh-
nson, sostiene que “evidentemen-
te un ministro mientras más poder
tiene, más capacidades también
tendría para poder hacer mal uso
de esas atribuciones, de ese poder.
Claro, pero eso no se resuelve no
dándole las atribuciones. Eso se re-
suelve estableciendo mecanismos
que permitan controlar y contra-
pesar ese posible mal uso de atri-
buciones o detectarlo rápidamen-
te para poder tomar medidas”.

En esta línea, Johnson destaca
las atribuciones que tendría el se-
cretario de Estado en consejos
“fuertes” con otros ministerios, los
que presidiría, y que le permitirían
implementar políticas públicas en
coordinación con otras carteras.
Mientras que en el “Comité de Se-
guridad va a tener atribuciones
también para poder implementar
políticas públicas en materia de
persecución, en justicia, también
en el ámbito más bien de control”.

Debido a estas facultades, el di-
rector ejecutivo de Paz Ciudada-
na identifica algunos elementos
que se deberían implementar pa-
ra reducir futuros riesgos: “Lo
primero que nosotros tenemos
que tener es la certeza de que el
nuevo ministerio esté cumplien-
do el rol para el cual fue imple-
mentado. Y eso es transparencia
absoluta y son indicadores de ges-
tión que nos permitan evaluar el
desempeño institucional”.

“Eso es una carencia que tiene el

proyecto en cómo está definido el
Ministerio de Seguridad. Noso-
tros como fundación pedimos e
hicimos todos los esfuerzos para
que eso quedara. Recomendamos
que quedara en el proyecto de ley,
y la verdad es que no está quedan-
do”, apunta, aunque agrega que
habría voluntad del Gobierno pa-
ra incluirlo vía decretos.

Por su parte, el investigador de
Libertad y Desarrollo Francisco
Alcorta señala que “el principal
problema se da en sus artículos re-

lacionados con las materias de in-
teligencia. Por ejemplo, en el pro-
yecto de ley se señala la facultad
del ministro y subsecretarios de
requerir información a cualquier
órgano de la Administración”.

Y añade que “de igual forma, se
les permite requerir cualquier otra
información a las fuerzas de orden
y seguridad, incluyendo aquellos
reportes o información asociadas
al Sistema de Inteligencia del Esta-
do. Las facultades anteriores po-
drían ser indebidamente usadas”.

No obstante, Alcorta advierte que
“estamos en un escenario comple-
jo, ya que las autoridades requie-
ren de información para realizar
sus tareas”.

n Ausencia de “control 
cruzado” o un superior
jerárquico

Al respecto, Pía Greene, exjefa
de la División de Seguridad Públi-
ca del Ministerio del Interior, si
bien señala las ventajas de que se
pueda unificar los antecedentes
que manejan distintas institucio-
nes en el plano de la seguridad,
consigna que “el ministro y el sub-
secretario va a tener acceso a toda
la información del Estado en mate-
ria de seguridad y no solo de las
policías, sino que de todo el Esta-
do, y muchas veces información
sensible, y ese es uno de los máxi-
mos cuidados y precauciones que
hay que tener”.

Para la experta, se trata de un as-
pecto fundamental, pues es “in-
formación sensible y personaliza-
da a la cual van a poder tener acce-
so personas civiles y que en el fon-
do van cambiando, porque es
distinto cuando la tiene Carabine-
ros o instituciones permanentes,
estas son instituciones políticas
que cuentan con la confianza del
Presidente y que van cambiando”.

Francisca Werth, exdirectora
ejecutiva de la Fiscalía Nacional,
apunta una cierta preocupación
respecto de que la seguridad pase
desde dos subsecretarías, que po-

drían ejercer control cruzado y
que además tienen un superior,
que es el ministro del Interior.
“Hoy en día esto queda en mano
total de un ministro de Seguridad,
que tiene la ventaja de centralizar
y focalizar técnicamente el tema,
pero, a la vez, también de alguna
manera pierde una contraparte y,
en ese sentido, creo que debe ha-
ber mecanismos de control por el
poder jerárquico que existe res-
pecto de las policías y sobre todo
en lo que es la investigación pe-
nal”, plantea. 

Por otro lado, sostiene que el
proyecto mantiene una cierta du-
plicidad en el control de las poli-
cías, entre la fiscalía y el Gobierno
(ver nota inferior). 

“Si piensas en el caso Monsal-
ve, la PDI, o la jefa de Inteligencia
responde a su jefe, que era Mon-
salve, cuando le pide que vayan a
buscar las cámaras, pero se olvida
y creo que no estuvo en la mente
de nadie ni siquiera la posibilidad
de que esto estuviera dentro de
un concepto delictual, como era
el caso, y a ninguno se le ocurre
avisarle al Ministerio Público.
Entonces, aquí nuevamente se
produce otro quiebre orgánico en
que de quién dependen las poli-
cías, jerárquicamente, y quien tie-
ne el control sobre ellas, sobre los
ascensos, sus carreras, sigue sien-
do una autoridad de gobierno,
pero, por otro lado, son auxiliares
en la investigación del Ministerio
Público”, advierte.

Expertos analizan posibles vulnerabilidades en atribuciones de un futuro ministro de Estado:

Concentración de poder e información
sensible en eventual ministro de Seguridad
podrían ser un riesgo tras caso Monsalve

OLIVER RODRÍGUEZ G.

Los consultados coinciden en que se deben reforzar los sistemas de control de actuaciones e índices de gestión,
y que el proyecto mantiene duplicidad de mando sobre las policías, entre el Ministerio Público y el Gobierno.

El exsubsecretario Manuel Monsalve renunció tras la denuncia, mientras que Cristina Vilches (a la izq.), exjefa
nacional de Inteligencia de la PDI, fue llamada a “retiro absoluto”, por las diligencias previas a la acción penal.
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‘‘Un ministro mientras más
poder tiene, más capacidades
tendría para poder hacer mal
uso (...); eso se resuelve
estableciendo mecanismos que
permitan controlar y contrapesar”.
...................................................................................

DANIEL JOHNSON
DIRECTOR EJECUTIVO DE PAZ CIUDADANA 

‘‘Es información sensible a
la cual van a poder tener acceso
personas civiles y que van
cambiando, porque es distinto
cuando la tiene Carabineros o
instituciones permanentes”.
................................................................................

PÍA GREENE
ACADÉMICA USS

‘‘Esto queda en mano
total de un ministro de
Seguridad, que tiene la ventaja
de centralizar técnicamente el
tema, pero, a la vez, también
pierde una contraparte”.
.............................................................................

FRANCISCA WERTH
EXDIRECTORA EJECUTIVA DE LA FISCALÍA NACIONAL

‘‘(Podrá) requerir cualquier
información a las fuerzas de
orden y seguridad, incluyendo al
Sistema de Inteligencia del
Estado. Las facultades anteriores
podrían ser indebidamente usadas”.
......................................................................................

FRANCISCO ALCORTA
INVESTIGADOR DE LIBERTAD Y DESARROLLO
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Su renuncia al cargo presentó
ayer ante el Concejo Municipal,
el alcalde de Puente Alto, Ger-
mán Codina (RN), la cual se hará
efectiva el próximo 15 de no-
viembre, a tan solo tres semanas
del fin de su período como edil.

La razón es que ese es el últi-
mo día del plazo legal para que
las autoridades que hoy ejercen
cargos públicos dejen sus pues-
tos, si quieren competir por un
cupo en las elecciones parla-
mentarias de 2025. 

De hecho, esto lo transparentó
el propio Codina, quien en la se-
sión solicitó al secretario munici-
pal “que certifique el hecho de que
mi renuncia obedece a la motiva-
ción de poder postular a un cargo
de elección popular en el futuro”.

Esto, porque, además, la Ley
Orgánica de Municipalidades
permite dimitir al cargo sin la
necesidad de la aprobación de
dos tercios del concejo bajo esta
causal. 

De acuerdo con lo que se co-
menta, el RN postulará a un cu-
po en la Cámara de Diputados
por el distrito 12, el cual incluye a
la comuna de Puente Alto y a
otras cuatro más del sector sur
de la capital. 

Así finalizan 12 años de admi-
nistración comunal de Codina,
quien no pudo repostular al car-
go y en su partido esperaban que
lo sucediera la exministra Karla
Rubilar. 

Sin embargo, ella fue final-
mente derrotada por el indepen-
diente Matías Toledo, asociado a
movimientos sociales, quien
asumirá el cargo el próximo 6 de
diciembre.

Militante RN:

Codina
renuncia a la
alcaldía de
Puente Alto

El edil transparentó
que buscará un cupo
en las parlamentarias
de 2025.
J. P. GUZMÁN 
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